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FALLO-

En atención a todo lo expuesto" el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Generalidad de
Cataluña y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho dé la recurrénte a la tutela'
judicial efectiva sin indefensión del'art. 24 C.E. y, en
su consecuencia, e~ derecho a intervenir en la segunda
instancia y a ser citada para la vista de apelación.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de 15 de
febrero de 1993, de la Sección Decimocuarta de la
AudieJlcia Provincial de Barcelona, en el rollo de ape­
laCión 522/91, procedente del juicio de menor cuantía
397/84 del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Sabadell, así como de todas las actuaciones posteriores
a I~ personación de la apelada en el recurso de apelación.

3.° Reponer las actuaciones al momento -inmedia­
tamente posterior adicha,personación.

Publíquese esta Sentencia en el'«Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a seis de febrero de mil novecientos
noventa y cinco.-Miguel Rodr-Íguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende..,....Pedro Cruz Villa­
lón.-Eirmado y rubricado.

6'119 Sala Primera. Sentencia 31/1995, de 6 de
febrero de 1995. Recurso de' amparo
1.938/1993. Contra Sentencia de la Sala de
Iq Social del Tribunal Superiór de Justicia de
Madrid, confirmatoria de la dictada por el Juz­
gado de lo Social núm. 1 de la capital que
condenó a la empresa al pago de determi­
nadas cantidades' sobre \prestación comple­
mentaria de viudedad. Agotamiento de recur-

. sos en la vía judicial: recurso de casación para
la unificación de doctrina.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
.ta ,por don Miguel Ródríguez-Piñero -y Bravo.Ferrer, Pre­
sidente, don Fernando García-Mon y González Regueral,
don Carlos de· la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizabal Allende,' don Pedro

/ Cruz Villalón,.Magistrados, ha pronunciad,o

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En ,el recurso de ~tnparo núm. 1.938/93 interpuesto
por «Galerías Preciados, Sociedad Anónima)), represen..; .
tada por el Procurador de los Tribunales don Julio Anto.
nio Tinaquero Herrero y bajo la dirección tlel Letrado
don Bias Sandalia Rueda, contra la Sentencia que la
Sa'a de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid dictóe' 12 de enero de 1993. Han intervenido .
el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado y doña Vicenta,
Reviriego Martín y don Angel Blanco Morales represen- .

. tados por la Procuradora de los Tribunales doña Amparo
Laura Diez Espí con la asistencia del Abogado don Gui­
llermo V~zquezAlvarez, habiendo sido Ponente el Magis­
trado don Rafael de Mendizábal Allende, quien expresa
el parecer de la Sala.

l. . Antecedentes

1. Por escrito registrado el 22 de abril de 1993
se interpuso el recurso ele ar;nparo del cual se hace mérito
en el encabezamiento, donde se nos dice que en deman- .
da sobre reclamación de cantidad interpuesta por doña
Vicenta Reviriego Martín y don Angel Blanco -Morales
contra «Galerías Preciados, Sociedad Anónima)), 'de
acuerdo con-lo previsto en el texto originario del Regla-'"
mento de Régimen Interior, el Juez de lo Social núm.
1 de Madrid, en Sentencia de 18 de diciembre de 1991,
condenó a la empresa a satisfacer determinadas can­
tidades sobre prestación complementaria de viudedad, .
Sentencia recurrida por «Galerías Preciados, S.A.-)), ante
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid,' que, en Sentencia de 12 -de enero de 1993,
confirmó la recurrida, despu~s de rechazar las excep­
ciones de litispendencia y de prejudicialidad devolutiva
planteadas por estar pendiente de resolución ante la
Sala Tercera del Tribunal Supremo' el recurso de ape­
lación contra la Sentencia de la Audiencia Nacional que
había declarado conforme a Derecho una Resolución
administrativa de 1984 donde se reducían determinadas
prestaciones del Reglamento~deRégimen Interior.

En la demanda de amparo se diceql1f:) la SEmtehcia
de la Sala de lo Social, del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid vulnera el arto 24.1 y 2 de la C.E. porque
no acata la decisión de la Sala T~rcera del Tribunal Supre­
mo, quien está llamada a resolver si son válidos o no
los Acuerdos adoptados por la Dirección General de Tra­
bajo de 8 de febrero de 1984, y posteriormente con­
firmados por el Ministerio de·Trabajo, para en su caso
.acceder o no a la reclamación planteada por el recurren~
te, situación que establecía una conexión inmediata, simi­
lar él la litispendencia. Lejos de respetar al Juez pre­
determinado (el orden contencioso.administrativo), la
Sala de· lo Social entra a conocer de una cuestión que
no pertenece'al orden laboral y que estaba resuelta por
la Sala Te~cera det Supremo. En función de'la doctrina
de este Tribunal Constitucional sobre la incompatibilidad
del. derecho a la tutela judicial con I,a firmeza· de pro.
nunciamientos judiciales contradictorios (SSTC
62/1984 y 158/1985), se afirma que ello hubiera debi­
do ·producir la prejudicialidad prevista en la Ley de Pro.
cedimiento Laboral, compatible con I~ principios cons­
titucionales, fa que. debe suponer su admis.ión a efectos
devolutivos cuando existe un proceso paralelo en el que
se está debatiendo la misma cuestjón. Por último, la
posibilidad de res91uciones contradictorias se ha con­
vertido en realidad, pues mientras la Sentencia. impug­
nada reconoce unos derechos con base en la nulidad
de unas disposiciones'administrativas de la Dirección
General de Trabajó de 8 de febrero de 1984, por haberlo
asr declarado' la Audiencia Nacional en Sentencia de 6
de febrero de 1986, aun cua.ndo la Sala Tercera del
Tribunal SupreQ10 ratificó la legalidad de tales resolu- _
Ciones o disposiciones.

2. La Sección Primera, en providencia de 20 de julio,
admitió a tramite la demanda, requiriendo del Tribunal
Superior de Justicia y del Juzgado de lo Social la remisión
de las actuaciones, con emplazamiento de quienes fue­
ron parte en el mencionado procedimiento para que
pudieran comparecer enaste, si les conviniere. En sendas
p~ovidencias de 27 de julio de 1993 y 7 de marzo de
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1-994 se tuvo por personado y parte al Abogaqo del
Estado, dándose por recibidas las actu'aciones judiciales
y 'abriendo un plazo común de veinte días para que el
Abogado del Estado y'los demandantes pudieran alegar
lo que estimaran procedente a su derecho. En otra pro­
videncia de 14 de marzo, se tuvo por personada y parte
en nombre y representación de doñ'a Vicenta Reviriego
Martín y don Angel Blanco Morales a la Procuradora
de los Tribunales Sra. Díez Espí, a quien" se dio vista
de las actuaciones para que presentara alegaciones en
el plazo de veinte días.

3. El' 28 de marzo de 1994 evacuó tal trámite el
Abogado del Estado,.en pro de la concesión del amparo,
a cuyo' efecto argumenta que tanto la Sentencia del Juez
de lo Social como la dictada por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid han lesionado
el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de

- la sociedad recurrente (arts.' 24.1 C.E.) por no haber con­
siderado que la pendencia de la apelación núm'.
14.304/89 ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo
entrañaba prejudicialidadexcluy~nte,ni estimar la excep­
ción de litispendencia. Y aún más, porque cuando el
Tribunal Superior de Justicia de Madrid dictó su Sen­
tencia tenía ya conocimiento de que la Salac Tércera del
Tribunal Supremo había resuelto esacuestión prejudicial
en el sentido de estimar el recurso interpuesto por la
empresa que en el proceso laboral estaba siendodeman­
dada, Sentencia aquena que declaró conforme a Derecho
la Resolución del Ministerio de Trabajo, de .6 de julio
de 1984, sobre modificación del Reglamento de Régi­
men Interior de «Galerías Preciados, S.A.)), que 'estaba
siendo de nuevo cuestionado. La suspensión del proceso
se, presentaba con una exigencia impuesta por el arto
24.1 C.E. y fue solicitada por la Sociedad recurrente
a tr\avés de la excepción opuesta en la instancia y rei­
terada en el recurso de suplicación. Al rechazar esta
petición, ,la Sentencia no tuvo en cuenta las exigencias
derivadas del arto 24.1, vulnerando el derecho funda­
mental a ía tutela judicial efectiva de eeGalerías Preciados,
Sociedad Anónima»

Ninguno de los bienes jurídicos a que responde la
opción del legislador de 1980 deno suspender el pro­
ceso laboral (art. 76.4 l.P.l.), se hubiera perjudicadQ
por la suspensión del procedimiento laboral del cual trae
causa este amparo hasta que la Sala Tercera del Tribunal
Supremo ,hubiera confirmado o no la modificación del
Plan de Previsión acordada por la autoridad laboral. En ,
primer lugar, el retraso no parece transcendente en casos
como el actual, en que el proceso contenciosO-admi­
nistrativo se estaba desarrollando simultáneamente al
seguido ante la jurisdicción social. En segundo lugar,
no se trata aquí de apreciar unos mismos hechos bajo
otra perspectiva y bajo otras normas; la única cuestión
planteada ,fue si el Plan de Previsión Social aprobado
por eeGalerílls Preciados, S.A.)), en 1966 podía o no con­
siderarse vigente en su redacción primitiv~; es, en otras
palabras, ,la validez. de las Resoluciones administrativas
que lo modificaron; lo que es competencia exclusiva de
la jurisdicción contencioso-administrativa. Al (jeclarar la
Sala Tercera conforme a Derecho la Resolución del Minis­
terio de Trabajo sobre modificación de Reglamento, luce
con toda evidencia la contradicción entre1la Sentencia
aquí impugnada y la de 24 de octubre de 1991, con­
tradicciónque lesionaelderecho a la tutela judicial efec­
tiva de la Sociedad recurrente y sólo podrá repararse
mediante la anulación de aquella para que por la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
se dicte otra sobre' el fondo con sujeción a la solución
definitiva dada a la cuestión prejudicial por la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo.

4. El Fiscal formuló sus alegaciones el 4 de abril,
pidie.ndo la denegación del amparo, para lo·que se remi­
te, en síntesis, a lo dicho con anterioridad en otros recurro
sos similares (concretamente núm. 1.139/92), que con­
sidera extrapolables al caso enjuiciado aquí.

5. los demandantes, en escrito registrado el 16 de
julio, alegaron que, una vez declarado por la SaJa Tercera
ael Tribunal Supremo que la Resolución de la Dirección
General de Trabajo de 8 de febrero de 1984, autorizando
la modificación del Reglamento de Régimen lnterior de
la empresa es ajustada a Der.echo, queda absolutamente
carente de fundamento la pretensión sustentada por la
parte actora de obtener la prestación complementaria
a cargo de la empresa, por lo cual piden la anulación
del pronunciamiento impugnado, declarando que la
demanda ha de ser ,desestimada.

6. los coadyuvantes, doña Vicenta Reviriego Martín
y don Angel Blanco Morales, presentaron su escrito de,
alegaciones el, 8 de abril solicitando la desestimación
del amparo. la demanda consigna como antecedente
una sentencia de la Sala Cuarta del Tribúnal Supremo
de 30 de enero de 1987 desi,gno contrario a la aquí
recurrida, lo que implica una posible falta de agotamiento
de la vía judicial por no haberse interpuesto el recurso ,
especial para la unificación de doctrina. De otra parte,
la Senten,cia dictada por la. Sala Tercera del Tribunal

·$upretno ha sido recurrida· en revisión, ya que en' su
opinión contiene graves qlJebrantos constitucionales,
concretamente, violación del arto 24. 1 C.E., por haber
admitido la apelación de una sentencia no apelable
según lo dispuesto en el art. 94.1, a), l.J.C.A., y pOr
no haber dado respuesta a la cuestión de la inapela­
bilidad que constituía uno de los motivos del recurso
de revisión.

7. Por providencia de 2 de febrero de 1995, se fijó
para la deliberación y fallo del presente recurso el día
6 de igual mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente 'caso es idéntico a los enjuiciados
en nuestras SSTC 318/1993 y 17/1995. Pues bien,
repitamos una vez más que en el proceso constitudonal
de 'amparo, cuando este se pretende del Poder Judicial,
el objeto consiste en una decisión, cualquiera que fuera
su forma, donde se ponga fin a la vía procesal sin posi­
bilidad de ulterior remedio. Tal es el marco propio en
el cual ha d~ intentarse la salvaguardia de las libertades
y derechos fundamentales y solamente una vez agotadas
las oportunidades que ofrezca el sistema de' ac~iones
y recursos podrá plantearse el sedicente agravio en sede
constitucional, Flunca directamente. Aun cuando el rigor
de esta regla general admita alguna excepción que no
es del caso, lo dicho refleja la función subsidiaria que
tiene encomendado el amparo constitucional que, a su
vez, aparece conectado con lel principio medular de la
independencia judicial, desde la incoación hasta la ter­
minación de cada procedimiento en cuyo desarrollo

. nadie aparece autorizado para interferir (STC
247/1994). la otra cara de este elemento objetivo, la
pretensión, tuvo su arranque en l~ primera instancia y
en la suplicación, donde se alegaron sin éxito ambas
veces la excepción de litispendencia y la existencia de
prejudicialidad, para evitar el riesgo de qué se produjeran
Sentencias contradictorias sobre la misma materia de
órdenes jurisdiccionales diferentes, por estar impugnada
ante el contencioso-administrativo la disposición modi­
ficatoria del Reglamento.

El peligro anunciado se hizo realidad. en la Sentencia
que el 24 de octubre de 1991 pronunció la Sala Tercera
del Tribunal Supremo, donde se predica la legalidad sin
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tacha de la norma en cuesti'ón, mientras que el Tribunal
Superior de -uusticia de Madrid que IQ había hecho en
alguna otra oportunidad como también el de Aragón,
por la voz de sus Salas de lo Social, utiliza una vez más
como premisa del razonamiento jurídico conducente al
fallo la tesis opuesta, vale decir la ilegalidad. la con­
tradicción entre decisiones de Tribunales de distinto-ran­
go y diferente sector jurisdiccional carece en prinCipio.
de relevancia en' esta sede. la solución viene dada por
los principios de jerarquía y especialidad, que por otra
parte impedirían el acceso a la casación para unificación
de doctrina en cualquiera de .ambas jurisdicciones, ya ­
que ese remedio- esta previsto para conseguir l.a homo­
geneidad jurisprudencial de cada una dé ellas, sin que
en nuestro sistema judicial exista un mecanismo para
superar las antítesis en temas comunes a todas o algunas
de ellas, que también pueden darse sobre todo en mate­
ria de derechos fundamentales y en cuestiones proce""
sales. la doctrina legal del Tribunal Supremo es tajante
al respecto (Sentencias del .Tribunal Supremo 31 abril
y 21 mayo 1990, J3 marzo y 29 junio 1991, 8 octubre
1992 y 7 julio 1994, Sala Tercera).

Distinta respuesta merece la contradicción entre dos
Sentencias de dos Tribunales del mismo orden jurTSdic-

. cional, las Salas de lo Social del Supremo y del Superior
de Justicia de Madrid, que la sociedad demandante
denuncia como argumento básico, no único pero sí prin­
cipal, en apoyo de su pretensión de amparo. Este alegato
lo vuelve dialécticamente contra· su finalidéldla otra parte
en litigio, opo'niéndolocomo causa de inadmisibilidad
en este proceso. Dada tal contradicción, se viene -a decir,
hubiera debido interponerse la casación para unificación
de doctrina, previsto precisamente a tales efectos, y.no
habié'ndolohecho así, quedaron sin. ago,tar todos los
recursos utilizables dentro de la vía judicial, presupuesto
inexcusable de procedibilidad y obstáculo insalvable para
el enjuiciamiento de la cuestión sustantiva o principal
[arts. 44.1, a), y 50.1, a), lOTC]. Por lo dicho, es claro
que tal planteamiento antagónico ha de ser abordado
inmediatamente, ya que si la respuesta aceptara la excep­
ción procesal cerraría el paso a los demás temas en .
litigio.

2. Como preámbulo no estará de más traer a cola-·
ción algunos conceptos quizá obvios pero'útiles para
la claridad del razonamiento, siempre deseable. El Tri­
bunal Supremo, en todos los órdenes. jurisdiccionales,
ha sido configurado en principio, por exigencias cons­
titucionales, recogidas luego en la ley Orgánica del
Poder Judicial, como Juez de casación, que es su carac­
terística ipentificadora, su razón ~e ser y la que da sentido
a su existencia, sin la cual'carecería de significado propio,
aun cuando excepcionalmente pueda juzgar ciertos
casos en única instancia, como otros Tribunales Supre­
mos y no sólo en materia penal respecto de personas
aforadas. Así ocurre en el proceso laboral o- social, cuyo

_ Texto Articulado vigente, que desarrolla la ley de Bases
-- 7/1989, de 12 de abril, _actualiza la regulación de la

casación ya existente y le añade una módalidad, ex novo
pero no ex nihilo,' para la unificación de doctrina, trans­
portada desde lo contencioso-administrativo donde, por
haber preferido en 1956 la apelación, se introdujeron
dentro del recurso de revisión cuatro motivos casacio­
nales,uno de ellos para el supuesto de que <das Salas
de lo Contencioso-Administrativo hubieran dictado reso­
luciones contrarias entre sí o con Sentencias del Tribunal
Supremo respecto de los mismos litigantes u otros dife­
rentes· en idéntica situación, donde, en méritos a hechos,
fundamentos y pretensiones sustancialmente iguales, se
llegue a pronunciamientos distintos}) [arto 1"02.1, b), en
la redacciÓn. recibida el año 1973], recurso que tenía
eficacia rescisoria a diferencia del previsto en interés
de ley, que subsiste aquí aun cuando haya desaparecido

en .10 civil y en lo social, con función exclusivamente·
doctrinal, sin repercusión práctica alguna respecto de
la ·decisión judicial --el fallo-, pues su objeto no era
éste, sino los razon~mientos jurídicos que a él habían
conducido. .

Pues bien, el Texto Articulado de la ley de Proce­
dimiento laboral introduce esa modalidad casacional
para la unificación de doctrina, cU.ya final.idad sólo resulta
inteligible si se define qué sea esa doctrina. Este sus­
tantivo adjetivado como <degal}) aparece en la .ley de
Enjuiciamiento Civil en 1881 como elemento adicional
para configurar la infracción de ley, una de las causas
de la casación, desapareciendo un siglo después, aun
-cuando permanezca con otro nombre, infracción de la
jurisprudencia (art. 1.692/5 l.E.C. redactado por la
ley 34/1984). la doctrina legal fue recogida luego
tanto explícita como implícitamente en lo contencioso­
administrativo, como se dijo más arriba, y en lo social,
eliminándose en ambas la adjetivación. la doctrina,. se
apellide legal o no, es, en definitiva, la jurisprudencia
que, de,modo reiterado, establezcaJel Tribunal Supremo
al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios
generales del Derecho, con un valor complementario del
ordenamiento jurídico (art. 1.6 C.C). El recurso para su
unificación devuelve a la casación su prístino significado,
como salvaguardia de la pureza de la ley más .que en
interés de los litigantes, siryjendo al principio de igualdad
en su aplicación y a la seguridad jurídica, al tiempo que
dota de contenido real a la supremacía de su autor, con-
fig~rada constitucionalmente (art. 123 C.E.). '.

-3. En -este momento, y dicho lo anterior como exor­
dio, resultan suficientes para la solución los datos que
suministra quien pide el amparo,. no ya ciertos sino evi­
dentes, siendo además decisivo· el planteamiento que,
en función de ellos, contiene de soporte a la demanda.
Allí se dice -que existe una Sentencia de la Sala de -lo
Social del Tribunal Supremo que lIeva.fecha 30 de enero
de 1987, a instancia de «Galerías Preciados, S. A.}), don­
de se resolvió, en casación, un caso idéntico al cual
púso fin, en suplicación, la Sentencia dictada el 30 de
marzo de 1993 por el Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, impugnada aquí, contradiciendo la doctrifla allí
sentada y cuya decisión es, en consecuencia, la opuesta.
Sin entrar en el terreno de la legalidad más allá de lo
necesari~ para el enfoque constitucional, único relevante
ahora, parece no ya claro sino evidente, que «son recurri­
bles en casación para la unificación de doctrina fas Sen­
tencias dictadas en suplicación por .las Salas de lo Social
de los Tribunales de Justicia»«que fueren contradictorias
.entre sí, con la dé otra u otras Salas de los referidos
Tribunales Superiores o .con Sentencias del Tribunal
Supremo, respecto de los mismos litigantes u otros dife­
rentes en idéntica situación, donde, en mérito a hechos,
fundamentos y pret~nsiones sustancialmente iguales, se
hubiere llegado a pronunciamientos distintos}) (arts. 215
y 216 Texto Articulado de la l.P.l.). Esta modalidad casa­
cional puede producir un efecto rescisorio de la decisión
judicial impugnada que, al tiempo de preservar la homo­
geneidad jurisprudencial, dé-lugar al restablecimiento de
la situación jurídica individualizada (STC 152/1994;
ATe 206/1993). . _

En definitiva, la empresa hoy demandante, a quien
afectaban parla misma causa ambas Sentencias, una
favorable y otra desfavorable' y, en suma, conocía su
contenido antitético, en el cual basa ahora su pretensión
de amparo, tuvo la oportunidad de superar tal contra­
dicción en su marco propio, la casación para unificar
la doctrina juri$,prudencial con eficacia rescisoria de la
resolución última en el tiempo y a~emás de inferior rango
procesal. Por tanto, para llegar a esta sed~ constitucional
le correspondía la -carga, en su exacta acepción jurídica,
de intentar ese medio de impugnación, extraordinario
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pero pertinente ál caso por concurrir ostensiblemente
todos los elementos exigibles, tanto los subjetivos
(Tribunal sentenciador y litigantes), como el objetivo, una
Sentencia dictada en suplicación, más el causal, la con­
tradicción jurisprudencial dentro del mismo orden juris-

. diccional, que es 'alegación del propio demandante.
Como presupuesto de este proceso de amparo hubiera
bastado la mera tentativa, al margen de su via.bilidad
y, por tanto, aun cuando no hubiera sido admitido el
recurso por carecer de contenido casacional, nunca por
el incumplimiento manifiesto e insubsanable de los requi­
sitos formales, o hubiere sido desestimado. (arts. 222
y225 L.P.L.). No esel resultado lo importante sino que
se agoten todos los recursos utilizables dentro de la vía
judicial [arto 44.1, a), LOTC], sean ordinarios o extraor­
dinarios, pero permitan, en su caso, una reparación ade­
cuada de' las' lesiones de los derechos fundamentales
que se denun'cian.

4. La Ley Orgánica de este Tribunal Constitucional
contiene un elenco de obstáculos de la procedibilidad
que_califica como causas de. inadmisibilidad, cuya natu-.
raleza no se altera por la circunstancia extrínseca de
ql1e se detecten al principio o al final del p{oceso y se
reflejen formalmente en providencia, en Auto o en Sen­
tencia. Las categorías jurídicas son, lo que son y tienen
la virtud de hacer más exacto y ·afinado el análisis de
las cuestiones y su solución, produciendo además cada
una sus propios efectos, distintos por definición. El mero
hecho de que un impedimento tal' pasara desapercibido
en la fase inicial del procedimiento ,no justifica que en
la ter'minal lo que esinadmisibilidad de la pretensión
se convierta en su desestimación,. aun cuando ei resul­
tado práctico pueda parecer superficialmente el mismo.
Este es el casó ahora, donde se hace inexcusable recha­
zar la pretensión por razones extrínsecas a su propio
contenido sustantivo, dejando sin enjuiciarlo para una
futura y eventual ocasión. No se nos diga rutinariamente
que los motivos de iriadmisibilidad no apreciados in limi­
ne litis producen la desestimación si lo fueren en la Sen­
tencia. Una" cosa es la admisión a trámite de una deman­
da; que no' precluye ni determina su final admisibilidad
y otra este pronunciamiento específico, equivalente en
má~. de un caso a la desestimación pero distinto por
su fundamento formal, que permite matizar la. decisión
con más rigor intele.ctual y jurídico y con efectos pecu­
liares muy importantes desde más d~ una· perspectiva
(STC 247/1994). En resumen, concurre en esta ocasión
el motivo de inagmisibilidad configurada en el arto 50.1,
a), por reenvío al 44.1, 'a), de 'nuestra Ley Orgánica y
así hay que decirlo, aun cuando en ella sólo se indique
el contenido de la parte dispositiva de las Sentencias
donde se otorgue el amparo (art. 55 LOTC), mientras
que nada se puntualice para las denegatorias (arto 53,
b), LOTC], omisión cuya- causa sea quizá su misma
obviedad.· ,

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIOAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOlA, .

Ha decidido

.Declarar inadmisible.el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial. del
Estado)).

Dada en Madrid, a seis de febrero de mil novecientos
noventa y cinco.-Miguel Rodríguez:Piñero y Bra­
vo-Ferrer.~Fernando García-Món y 'González-Regue­
ral.-earlos de la Vega .Benayas.-Vicente Gimeno·
Sendra.-Rafael de 'Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado..

6120 Sala Primera. Sentencia '32/1995, de 6 de
. febrero de 1995. Recurso de amparo
'2.34211993. Contra Sentencia de la', Sala
Segunda del Tribunal Supremo que confirmó
en casaCión Sentencia dictada por la Audien­
cia Pr,ovincial de Madrid, que condenó al
recurrente' como autor de un delito de robo.
Vúlneración del derecho' a la presunción de
inocencia: ausencia de prueba decargosufi­
ciente.

La Sala Primera delTribunal Constitucional,.compues­
ta por don Migue'l" Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; do'n Fernando García-Món y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra~ don Rafael de Mendizábal Allende y éI.on Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.34.2/93 interpuesto
por don Lázaro ,Martínez Campos, representado por el
Procurador don Rafael Sánchez-Izquierdo Nieto y defen­
dido por el Letrado don Marino Turiel Gómez, contra
la .Sentencia dictada por la Sala Segunda ct'el Tribunal

, .Supremo, de 24 de junio de 1993, que desestimó el
recurso de casación interpuesto por el actor. Ha inter­
venido en el proceso el Ministerio Fiscal y ha sido Ponen­
te el Magistrado don Fernando García-Mon y Gonzá-

I lez-Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el 20 de febrero.•de 1993, don Rafael
Sánchez-Izquierdo Nieto, Procurador de los Tribunales
y de don Lázaro MartínezCampos, interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo~ de fecha 4 de junio de 1993, con­
firmatoria de la dictada por la Audiencia Provincial de
Madrid, de fecha 17 de enero de 1991, que condenó
al recurrente como ·autor responsable de un delito de
robo con toma de rehenes y uso de armas.

2. El presente recurso tiene su origen en los siguien­
tes hechos:

a) A consecuencia de la denunciaformalada por
don Francisco Palacio López y doña Isabel de la Lastra,
víctimas de un atraco por do~ sujetos, el Juzgado de
Instrucción núm. 28 de Madrid instruyó" sumario contra
el recurrente don Lázaro Martínez Campos y otro.

b) Concluso el sumario fue remitido a la Audiencia'
Provincial de .Madrid, Sección· Segund.a, que suspende
el juicio en dos ocasiones' ante la incomparecencia de
la testigo Isabel de Ja Lastra, que asimismo no comparece
a la continuación del juicio oral señalada para eJ día
17 de enero de 1991, por lo que, a pesar de la solicitud
de suspensión de ladefensa, el Tribunal decide continuar
el acto de la vista.

'c) Con fecha 17 de enero de 1991 , la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Maprid dicta Sen­
tencia "eh la que condena a los procesados como autores
responsables de un delito de robo con toma de rehenes


